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RESUMEN 

La presente investigación tuvo como finalidad analizar el proceso de formalización 

de la propiedad agraria de predios agrícolas desarrollado por la Agencia Agraria en 

Chulucanas durante el año 2025, en relación con la seguridad jurídica de tierras. El 

estudio se abordó desde un enfoque cualitativo, empleando el análisis documental de 

cinco expedientes administrativos: en dos casos se emitieron constancias de posesión y 

en tres se denegó la formalización debido a discrepancias entre la información registral y 

extrarregistral. Como objetivo general, se planteó analizar el proceso de formalización 

ejecutado por la Agencia Agraria. Los objetivos específicos fueron: (1) evaluar las etapas 

que conforman dicho proceso, (2) analizar los factores legales que inciden en la seguridad 

jurídica, y (3) describir los factores administrativos que obstaculizan la formalización. 

Los resultados muestran que el proceso presenta un marco normativo claro, pero su 

aplicación enfrenta limitaciones en la actualización catastral, la interoperabilidad entre 

instituciones y la disponibilidad de recursos técnicos y humanos. En el ámbito legal, los 

principales problemas corresponden a la superposición de títulos y la falta de 

concordancia físico-registral; en el administrativo, destacan las demoras procedimentales 

y la escasa coordinación interinstitucional. Se concluye que, para fortalecer la seguridad 

jurídica de tierras en Chulucanas, es necesario implementar sistemas integrados de 

información, mejorar la capacitación técnica, agilizar los procedimientos y garantizar la 

verificación físico-legal previa a la formalización. 

 

Palabras clave: formalización de la propiedad agraria, seguridad jurídica, predios 

agrícolas, verificación catastral, coordinación interinstitucional. 
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ABSTRACT 

The present research aimed to analyze the process of formalization of agricultural 

property carried out by the Agricultural Agency in Chulucanas during 2025, in relation to 

land legal security. The study followed a qualitative approach, employing documentary 

analysis of five administrative case files: in two cases, possession certificates were issued, 

while in three cases, formalization was denied due to discrepancies between registry and 

extra-registry information. The general objective was to analyze the formalization process 

implemented by the Agricultural Agency. The specific objectives were: (1) to evaluate the 

stages comprising the process, (2) to analyze the legal factors affecting legal security, and 

(3) to describe the administrative factors hindering formalization. 

The results indicate that, while the process has a clear regulatory framework, its 

application faces limitations in cadastral updating, institutional interoperability, and 

availability of technical and human resources. Legally, the main issues involve title 

overlaps and inconsistencies between physical and registry data; administratively, 

procedural delays and weak inter-institutional coordination are the most significant 

obstacles. It is concluded that, in order to strengthen land legal security in Chulucanas, it 

is necessary to implement integrated information systems, enhance technical training, 

streamline procedures, and ensure physical-legal verification prior to formalization. 

 

 

Keywords: agricultural property formalization, legal security, agricultural plots, 

cadastral verification, inter-institutional coordination. 
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I. INTRODUCCIÓN 

 

La formalización de la propiedad agraria representa un elemento esencial para el 

desarrollo rural sostenible, al proporcionar seguridad jurídica sobre la tierra, facilitar el 

acceso a servicios financieros como el crédito agrícola, y promover la inversión pública y 

privada en el sector agropecuario. La agricultura siempre ha sido un sector estratégico para 

el desarrollo económico y social. Durante el siglo XX, fue un importante generador de 

empleo y fuente de divisas. El auge cafetero de finales de los años setenta y mediados de los 

ochenta coincidió con importantes expansiones del PIB. Sin embargo, el país no ha logrado 

avances significativos en la productividad agrícola. En los últimos 20 años, la productividad 

laboral agrícola en Colombia fue un 18,4 % inferior a la de América Latina en general. El 

sector también presenta la productividad más baja en comparación con el resto de las 

industrias del país. (MIDAGRI, 2021). 

En el plano internacional, En esta coyuntura, se ha resaltado la necesidad de promover 

la productividad agrícola colombiana, particularmente luego de las fallas en las cadenas 

globales de suministro causadas por la pandemia, más notablemente para alimentos. Para tal 

fin, es esencial reducir los altísimos niveles de informalidad en la tenencia de la tierra. En 

2019, el 52% de las propiedades rurales en Colombia eran informales. Esto se relaciona con 

la precariedad de la oferta de servicios institucionales asociados con el registro de tierras, así 

como con una baja demanda de títulos de propiedad por parte de los tenedores de tierras. 

Según el análisis empírico presentado en la Nota de Productividad VPC-DEM sobre 

Desafíos de Producción en el Sector Agropecuario Colombiano, una mayor formalización 

de la tenencia de la tierra conduciría a importantes ganancias de productividad en el sector 

agrícola. Los ejercicios empíricos muestran que una reducción en la proporción de tierras 

informales en 1 punto porcentual resultaría en un aumento del 4,4% en el valor agregado por 

trabajador. Para poner este resultado en perspectiva, si la informalidad en la tenencia de la 

tierra se redujera al 25% un poco más de la mitad del 52% reportado en 2019 la productividad 

laboral agrícola podría más que triplicarse. (World Bank, 2021). No obstante, en el caso 

peruano, la informalidad en la propiedad rural continúa siendo un desafío de carácter 

estructural. A pesar de iniciativas como las impulsadas por COFOPRI, aún persisten amplias 

brechas registrales: muchos predios agrícolas carecen de datos claros o presentan 
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inconsistencias en lo relativo a linderos, dimensiones y ubicación, lo que limita la seguridad 

jurídica de los propietarios (MIDAGRI, 2020). 

Diversas normativas recientes, tales como el Decreto Legislativo N.º 1089, la Ley N.º 

31145 y su reglamento aprobado por el Decreto Supremo N.º 005-2021-MIDAGRI, buscan 

afrontar estas deficiencias mediante el saneamiento físico-legal de predios rurales. No 

obstante, persisten limitaciones que afectan la formalización agraria, entre las que destacan 

la ausencia de un catastro rural único, actualizado e interoperable entre las instituciones 

involucradas (SUNARP, Gobiernos Regionales, MIDAGRI, COFOPRI), la superposición 

de derechos registrales originada por la falta de precisión en los levantamientos técnicos, la 

insuficiente capacidad operativa de las agencias agrarias en zonas rurales y la prevalencia de 

transferencias informales sin sustento registral (Contraloría General de la República, 2022; 

Loayza, 2021). El Plan Nacional de Catastro, Titulación y Registro de Tierras Rurales 2021-

2025 reconoce que más del 40% de los predios rurales carecen de título formal, y que existe 

una discordancia significativa entre la realidad física y la registral (MIDAGRI, 2021). 

En el distrito de Chulucanas, provincia de Morropón, región Piura, se observa una 

manifestación concreta de esta problemática. La mayoría de agricultores que buscan 

formalizar la propiedad de sus tierras enfrentan serias inconsistencias documentales, que van 

desde el uso de planos desactualizados y certificaciones registrales con errores, hasta 

discrepancias en la delimitación de linderos o títulos cuya extensión no refleja la ocupación 

real del terreno (Agencia Agraria de Morropón, 2024). Estas falencias tienen su origen en 

procesos históricos como el Programa de Evaluación Técnica de Tierras (PETT) de los años 

noventa, el cual no contempló mecanismos de georreferenciación, y se han visto agravadas 

por posteriores transferencias realizadas de manera informal (Reyes & Huamán, 2019). La 

consecuencia de este escenario es la proliferación de conflictos de colindancia, la 

superposición de predios y la falta de correspondencia entre los límites físicos observables 

y la información asentada en los registros legales. 

La inseguridad jurídica generada por la informalidad en la propiedad repercute de 

manera directa en la estabilidad económica y social de los pequeños y medianos productores. 

La ausencia de títulos reconocidos limita la posibilidad de invertir en infraestructura, 

tecnificación agrícola o maquinaria moderna, pues la incertidumbre sobre la titularidad del 

predio desalienta los proyectos de largo plazo. De igual modo, restringe el acceso al crédito 

formal, dado que las entidades financieras exigen garantías inscritas como requisito 
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indispensable para otorgar financiamiento (Loayza, 2021). Este déficit también se refleja en 

el ámbito familiar y comunitario, ya que complica los procesos de sucesión, donación o 

asociación productiva, lo que favorece disputas internas y reduce las oportunidades de 

constituir cooperativas o empresas rurales con capacidad competitiva (Reyes & Huamán, 

2019). Finalmente, la falta de acreditación legal de la propiedad excluye a numerosos 

agricultores de programas estatales de apoyo al sector, como AgroPerú, AgroIdeas o 

Procompite, que demandan la formalización registral como condición para acceder a fondos 

públicos (MIDAGRI, 2021). 

. Los procedimientos adicionales, como la solicitud de nuevos estudios topográficos, 

planos georreferenciados, memorias descriptivas actualizadas y verificaciones de campo con 

personal especializado, incrementan costos y plazos, extendiendo el proceso de 

formalización por varios años. Esta situación contribuye a la percepción de un sistema 

burocrático, ineficiente y poco accesible para los solicitantes (MIDAGRI - Agencia Agraria 

de Morropón, 2024). 

Es decir, problemática agraria en Chulucanas se caracteriza por la persistencia de 

esquemas informales de tenencia de tierras, inconsistencias documentales y limitaciones 

institucionales que impactan negativamente en la seguridad jurídica, la inversión productiva 

y el desarrollo socioeconómico rural. La superación de estas barreras es indispensable para 

consolidar políticas públicas inclusivas y eficientes que promuevan el bienestar de los 

pequeños productores agrícolas y fortalezcan la gobernanza territorial en el ámbito local. 

La presente investigación busco responder a la siguiente interrogante: ¿Cuáles son las 

características del proceso de formalización de la propiedad agraria de predios agrícolas que 

realiza la Agencia Agraria para la seguridad jurídica de tierras en el distrito de Chulucanas 

durante el año 2025?  

Desde un enfoque teórico, la investigación encuentra su justificación en el hecho de 

que amplía y complementa el conocimiento existente acerca de la formalización de la 

propiedad agraria en contextos rurales, abordándola de manera integral al considerar sus 

dimensiones jurídicas, técnicas y administrativas. Si bien la literatura previa ha tratado de 

manera aislada cuestiones como la seguridad jurídica, la función catastral o la gestión 

registral, el presente estudio se centra en examinar que la formalización de la tierra beneficia 

la inversión y la productividad a través de diversos canales. La falta de títulos de propiedad 
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dificulta el buen funcionamiento del mercado de tierras, crucial en el sector agrícola para 

garantizar una asignación adecuada de los factores productivos. Uno de los canales a través 

del cual esto ocurre es la informalidad en la tenencia de la tierra, que aumenta la 

incertidumbre sobre la obtención de los rendimientos de la inversión a largo plazo, 

desalentando la inversión y reduciendo el crecimiento de la productividad. El segundo canal 

se relaciona con las dificultades para vender o arrendar parte de la tierra, un problema que 

afecta a las explotaciones agrícolas de tamaño subóptimo. 

La aplicación de estos hallazgos no se limita al ámbito local, sino que puede extenderse 

a otras jurisdicciones con características similares, aportando a la eficacia y sostenibilidad 

de la política pública de formalización agraria a nivel regional y nacional. 

Para el desarrollo de la presente investigación se planteó como objetivo general: 

Analizar el proceso de formalización de la propiedad agraria de predios agrícolas llevado a 

cabo por la Agencia Agraria en Chulucanas durante el año 2025.  

En función de este objetivo general, se establecieron los siguientes objetivos 

específicos: 

Primero, evaluar las etapas que conforman el proceso de formalización de predios 

agrícolas implementado por la Agencia Agraria en Chulucanas. 

Segundo, analizar los factores legales que inciden en la seguridad jurídica de los 

predios agrícolas durante el proceso de formalización ejecutado por la Agencia Agraria en 

Chulucanas. 

Tercero, describir los factores administrativos que obstaculizan el proceso de 

formalización de predios agrícolas llevado a cabo por la Agencia Agraria en Chulucanas. 

A continuación, se presentan antecedentes a fin de comprender mejor la problemática 

y sustentar el presente estudio:  

En el ámbito internacional, una tesis presentada en la Universidad Autónoma García 

Muñoz (2020) analizó la situación de los asentamientos humanos en contextos de 

informalidad urbana, tomando como referencia la región de Sonora. El estudio evidenció 

que los problemas En el caso de los pequeños productores con acceso limitado a la tierra, 

esto resulta en el uso intensivo de sus tierras, lo cual degrada el suelo, y en la división de la 

tierra debido a los procesos de sucesión. Un tercer canal tiene que ver con las operaciones 
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del mercado crediticio que se ven restringidas por la informalidad de la tierra. En primer 

lugar, la falta de títulos formales impide el acceso al crédito bancario para aquellos 

productores que no tienen garantías admisibles por los bancos. En segundo lugar, el fallo en 

el funcionamiento del mercado de tierras dificulta que los bancos utilicen eficazmente las 

garantías en casos de incumplimiento. Es más, no todos los propietarios de tierras tienen las 

habilidades necesarias para ser productores agrícolas productivos, o están interesados en 

serlo. La imposibilidad de arrendar o vender la tierra impide que los propietarios migren a 

la ciudad o se involucren en empleos no agrícolas. 

Encinas López (2021), en una tesis desarrollada en la Universidad de la Frontera 

(México) titulada “Factores sociales que inciden en la regularización de viviendas informales 

en zonas urbanas: El caso de Tijuana”, analizó los elementos sociales que influyen en la 

decisión de los propietarios informales de participar en procesos de formalización. El 

estudio, de carácter cuantitativo, se sustentó en encuestas aplicadas a hogares de distintos 

sectores de Tijuana y en un análisis de regresión estadística que permitió identificar las 

variables con mayor peso en dichos procesos. Los hallazgos revelaron que factores como el 

liderazgo comunitario, el nivel de organización barrial y la iniciativa de las familias resultan 

determinantes para promover la regularización. En contraste, la desinformación, la ausencia 

de acompañamiento institucional y la desconfianza hacia el Estado se constituyen en barreras 

significativas. A partir de ello, la autora concluye que los programas de formalización deben 

estar respaldados por estrategias que fortalezcan la participación ciudadana y promuevan 

una relación más colaborativa entre las comunidades y las autoridades competentes. 

Este antecedente resulta sumamente útil para el caso de Chulucanas, donde muchas 

familias viven en asentamientos rurales informales y donde las redes comunitarias tienen un 

rol activo. Fortalecer el liderazgo local e involucrar directamente a los vecinos en los 

procesos de formalización podría aumentar la eficacia de estos programas, evitando la 

imposición de políticas sin conexión con la realidad social de los territorios. 

Cisneros Andrade (2022), Universidad Técnica de Cotopaxi – Ecuador, 

“Ordenamiento urbano y legalización de la propiedad: Un análisis del uso del suelo en 

Latacunga”, Cisneros Andrade centró su investigación en la ciudad de Latacunga, con el 

objetivo de analizar cómo el uso del suelo influye en los procesos de legalización de la 

propiedad en contextos urbanos. El estudio se apoyó en una metodología analítica con 

enfoque deductivo, que incluyó el análisis de normativas municipales, entrevistas a 
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especialistas en planificación territorial y una revisión del catastro urbano vigente. Los 

hallazgos del estudio reflejan que la falta de planificación territorial adecuada ha generado 

una expansión urbana desordenada, lo cual impide que muchos propietarios puedan 

consolidar jurídicamente sus terrenos. La tesis concluye que es imprescindible contar con 

políticas claras de ordenamiento urbano, así como con una actualización permanente de los 

instrumentos normativos, para garantizar que los procesos de formalización tengan respaldo 

técnico y legal. 

Este estudio aporta una lección fundamental: sin planificación territorial, la 

formalización de predios se convierte en un proceso frágil y fácilmente reversible. En el caso 

de Chulucanas, urge que los gobiernos locales trabajen no solo en entregar títulos, sino en 

construir una visión de desarrollo territorial sostenible que articule lo jurídico, lo social y lo 

técnico. 

Martínez Castro (2023), Universidad de Barcelona – España Título simulado: “Retos 

y políticas comparadas en la formalización rural: Análisis en Perú, Colombia y Bolivia”- La 

tesis de Martínez Castro tuvo como propósito realizar un análisis comparativo de los 

procesos de formalización de tierras rurales en tres países latinoamericanos: Perú, Colombia 

y Bolivia. El estudio combinó una metodología mixta, que integró el análisis documental de 

políticas públicas y entrevistas en profundidad a funcionarios responsables de la 

implementación de programas de titulación rural en cada país. Los resultados del análisis 

revelaron que, si bien existen avances normativos importantes, en todos los casos la excesiva 

descentralización y la débil coordinación entre instituciones nacionales y locales generan 

obstáculos que retrasan o paralizan la formalización. Asimismo, se observó que la falta de 

capacidad técnica en los gobiernos subnacionales repercute directamente en la calidad del 

servicio brindado a la ciudadanía. La tesis concluye que es fundamental fortalecer la 

articulación interinstitucional y brindar soporte técnico constante a los gobiernos locales. 

Este estudio es especialmente pertinente para el caso peruano. En regiones como Piura, 

y específicamente en el ámbito de la Agencia Agraria de Chulucanas, es común encontrar 

limitaciones operativas y superposición de funciones entre instituciones. La lección central 

es que sin una buena gestión pública y sin claridad de roles, la formalización pierde 

efectividad y credibilidad. Este antecedente invita a repensar el diseño institucional que 

sustenta estos procesos. 
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Rojas del Valle (2024), Universidad Nacional de Colombia en su tesis “Seguridad 

jurídica de la tierra y desarrollo agrario en zonas rurales: Estudio desde la experiencia 

colombiana” En esta tesis, Rojas del Valle examinó cómo la formalización de la propiedad 

en zonas rurales influye en el acceso al crédito, la inversión productiva y la estabilidad 

económica de los pequeños agricultores. Se aplicó una metodología cualitativa, utilizando 

entrevistas semiestructuradas a productores rurales, expertos agrarios y funcionarios 

públicos encargados de programas de desarrollo agrario. 

La investigación concluyó que contar con un título de propiedad no es suficiente para 

garantizar mejoras económicas en la vida de los campesinos. El impacto de la formalización 

solo se materializa cuando va acompañado de asesoría legal, asistencia técnica en producción 

y acceso efectivo a servicios financieros. De lo contrario, el título se convierte en un papel 

sin valor práctico. 

Este antecedente reafirma que la formalización debe concebirse como un componente 

dentro de una estrategia más amplia de desarrollo rural. En el caso de Chulucanas, donde 

muchas familias dependen de la agricultura, es vital que los procesos de titulación estén 

articulados con programas de capacitación, acceso a mercados y financiamiento. Solo así el 

derecho a la propiedad se traduce en bienestar y progreso 

Charaja Ramos (2021), Universidad César Vallejo – Perú - “Evaluación del proceso de 

formalización de predios urbanos por COFOPRI en Lima Metropolitana”. En su tesis, 

Charaja Ramos se propuso analizar los métodos empleados por el Organismo de 

Formalización de la Propiedad Informal (COFOPRI) durante el año 2020 para regularizar 

predios urbanos en el Perú. Su objetivo fue identificar las fortalezas y limitaciones del 

proceso formalizador, tomando como referencia experiencias en zonas de expansión urbana. 

Para ello, aplicó una metodología cualitativa basada en entrevistas a funcionarios y análisis 

documental de expedientes de formalización. El estudio concluyó que, si bien el título de 

propiedad emitido por COFOPRI tiene validez legal y ofrece cierto grado de seguridad 

jurídica, esto no garantiza automáticamente el acceso a servicios básicos ni la integración 

plena de las zonas formalizadas al tejido urbano. Por lo tanto, se evidenció la necesidad de 

articular la formalización con políticas de planificación territorial y desarrollo urbano 

integral. 
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Este antecedente resulta muy relevante para contextos rurales como Chulucanas, 

donde se corre el riesgo de reducir la formalización a un trámite documental. La experiencia 

de COFOPRI demuestra que la titulación debe ir acompañada de intervenciones 

multisectoriales como servicios, infraestructura y ordenamiento si se quiere lograr un 

impacto real en la calidad de vida de la población. 

Mejía Huamán (2023), Universidad de Huánuco – Perú, en su tesis “El saneamiento 

físico-legal de predios urbanos en San Martín de Porres: Avances y desafíos”. Esta tesis tuvo 

como objetivo evaluar el proceso de saneamiento físico y legal de predios destinados a 

habilitaciones urbanas en el distrito limeño de San Martín de Porres. La autora recurrió a 

una metodología mixta, combinando encuestas a abogados y técnicos del área legal con la 

revisión de expedientes administrativos municipales. Los resultados revelaron que el 

proceso de saneamiento es lento, burocrático y, en muchos casos, ineficaz. Entre los 

principales problemas se identificaron la duplicidad de funciones entre instituciones, los 

plazos excesivos y la escasa capacitación del personal técnico. En consecuencia, se planteó 

la necesidad de reformar los procedimientos para acelerar y transparentar la formalización. 

Aunque este estudio se centra en un contexto urbano, ofrece lecciones aplicables al 

ámbito rural. En zonas como Chulucanas, donde los trámites se ven afectados por 

deficiencias institucionales similares, es necesario simplificar los procesos y brindar mayor 

capacitación a las agencias agrarias para evitar que los procedimientos se vuelvan una traba 

en lugar de una solución. 

Valverde Ríos (2022), Universidad Católica de Santa María – Arequipa. En su 

investigación “Formalización y seguridad jurídica en la propiedad urbana: análisis desde la 

coordinación interinstitucional”. El objetivo de esta tesis fue determinar si el proceso de 

formalización en Arequipa garantiza efectivamente la seguridad jurídica de la propiedad 

urbana. A través de una metodología cualitativa basada en entrevistas a profesionales y 

revisión normativa, Valverde Ríos examinó las relaciones entre COFOPRI, los Registros 

Públicos y otras entidades involucradas. La investigación concluyó que la falta de 

coordinación entre COFOPRI y los Registros Públicos genera inconsistencias en la 

información y limita la eficacia legal de los títulos otorgados. Esta debilidad institucional 

afecta la percepción ciudadana sobre la validez del proceso y compromete la seguridad 

jurídica. 
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Díaz Palomino (2020), en su tesis presentada en la Universidad Nacional de Ucayali 

titulada “La cultura jurídica como factor en la formalización de predios urbanos: El caso de 

coronel Portillo”, analizó la influencia del conocimiento del derecho de propiedad en la 

participación ciudadana dentro de los procesos de formalización. Para ello, aplicó un 

enfoque mixto que combinó encuestas a poseedores informales con la revisión de 

expedientes municipales en la ciudad de Pucallpa. Los resultados mostraron que la 

formalización de los títulos de propiedad se ha visto históricamente limitada por debilidades 

institucionales. La limitada capacidad financiera de las autoridades locales y su falta de 

autonomía respecto a intereses particulares han impedido la adecuada prestación de servicios 

de catastro, esenciales para la titulación formal de propiedades. Solo el 5,7 % del territorio 

nacional cuenta con información catastral actualizada; el 28,3 % de las propiedades del 

territorio no están registradas, y el 66 % presenta una antigüedad promedio de 16,4 años. A 

esto se suman los fenómenos del conflicto interno, la violencia, el narcotráfico y la falta de 

conocimiento y capacidad de gestión de una parte significativa de la población rural respecto 

a sus derechos y la prestación de servicios de titulación. 

Murrugarra Flores (2024), Universidad San Ignacio de Loyola – Perú en su 

investigación: “Titulación de tierras y expansión territorial: Estudio del centro poblado 

Centenario, Huaral”. Esta investigación se centró en la percepción de los pobladores del 

centro poblado Centenario respecto a la formalización de sus predios. Mediante entrevistas 

a líderes comunales y pobladores, el autor buscó entender qué valor le atribuyen al título de 

propiedad y cómo interpretan su relación con el Estado. Los resultados mostraron que el 

título es percibido no solo como un documento legal, sino como símbolo de identidad y 

protección frente al desalojo. Sin embargo, también se constató que la débil presencia estatal 

posterior a la titulación ha promovido nuevas ocupaciones irregulares, lo que compromete 

la sostenibilidad del proceso. 

Este estudio es muy esclarecedor sobre la dimensión simbólica de la propiedad. En 

zonas como Chulucanas, donde muchas personas viven en tierras heredadas o invadidas hace 

décadas, el título puede tener un valor emocional y social profundo. Pero si el Estado no 

continúa acompañando con servicios y control, el ciclo de informalidad se reproduce. Por 

eso, más que un punto final, la formalización debe ser el inicio de un proceso continuo de 

acompañamiento institucional. 

El presente estudio se sustenta en varios enfoques teóricos complementarios: 
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Teoría del Desarrollo Rural y Acceso a la Tierra 

El acceso seguro a la tierra es un factor determinante para el desarrollo rural sostenible 

(FAO, 2020). Cuando los agricultores tienen certeza jurídica sobre sus predios, se incentiva 

la inversión, se mejora la productividad y se facilita el acceso a crédito y a programas 

públicos de fomento agrario (World Bank, 2021). La formalización de la propiedad es, por 

tanto, una herramienta clave para superar la pobreza rural. 

Teoría Administrativa del Proceso de Formalización 

Desde el enfoque administrativo, el proceso de formalización de tierras comprende 

una serie de etapas: solicitud, verificación de documentos, medición, emisión de informes 

técnicos, saneamiento físico-legal y registro final en SUNARP (MIDAGRI, 2021). Las 

deficiencias en cualquiera de estas etapas por falta de capacidad institucional, problemas 

técnicos o normativas contradictorias afectan la eficiencia y legitimidad del proceso 

(Contraloría General de la República, 2022). 

En relación a las dimensiones de las variables que presenta el referido estudio se señala 

lo siguiente: 

La formalización agraria constituye un proceso esencial para garantizar la seguridad 

jurídica en la tenencia de la tierra, aspecto indispensable para alcanzar un desarrollo 

sostenible y equitativo en el ámbito rural. A pesar del reciente y exitoso establecimiento de 

programas sistemáticos de registro de tierras, la actualización de los registros de tierras se 

ha convertido en una preocupación creciente. Sin embargo, existe evidencia empírica 

limitada sobre si el comportamiento de los terratenientes está impulsando la falta de 

actualización de los registros de tierras. Utilizando la teoría del comportamiento planificado, 

este estudio examina los factores que influyen en el comportamiento de los terratenientes de 

formalizar transacciones de tierras rurales. (MIDAGRI, 2021). 

El Banco Mundial (2021) advierte que la ausencia de un marco normativo sólido y de 

mecanismos efectivos de formalización restringe la inversión en el sector agrícola, reduce el 

acceso al crédito formal y dificulta la incorporación de tecnologías que podrían elevar la 

productividad y mejorar la calidad de vida de la población rural. En consecuencia, los 

sistemas de administración de tierras se crearon para registrar y difundir información sobre 

las relaciones de las personas con la tierra, incluidos los derechos, las responsabilidades, las 

restricciones, la ubicación y los límites, y otros atributos de las propiedades reales. El 
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establecimiento de información sobre la tierra podría tener lugar a través de enfoques de 

registro de tierras sistemáticos o esporádicos. El enfoque depende del propósito, las 

tecnologías disponibles y la fuente de financiamiento. El registro sistemático de tierras suele 

ser obligatorio e impulsado por el estado (lado de la oferta), mientras que el registro 

esporádico puede ser voluntario si lo inicia un terrateniente (lado de la demanda) u 

obligatorio (durante una transferencia de tierras). La existencia de información sobre la tierra 

buena y que funcione bien es clave para responder a las preguntas fundamentales de toma 

de decisiones sobre el desarrollo y la gestión de la tierra. Un sistema de información 

territorial debe ser completo, preciso, confiable, uniforme, actualizado, sostenible y reflejar 

la realidad sobre el terreno en tiempo real. El registro de tierras se vuelve socialmente más 

valioso a medida que se registran más parcelas, porque conduce a más inversiones y más 

transacciones. Sin embargo, el costo de dejar tierras que están fuera del registro también se 

vuelve más alto a medida que se registran más tierras, porque la inversión es más baja para 

las tierras mantenidas bajo un régimen informal. Ya sea implícita o explícita, la intención o 

las elecciones del terrateniente de registrar sus derechos sobre la tierra y la propiedad son el 

resultado de una decisión razonada. Por lo tanto, las intenciones de formalizar las 

transacciones de tierras después de las primeras certificaciones de tierras son centrales para 

la discusión de un sistema de registro de tierras funcional y sostenible. 

En el caso peruano, la importancia de este proceso se ha intensificado en las últimas 

décadas debido al elevado número de predios rurales que carecen de títulos formalmente 

inscritos, situación particularmente evidente en regiones con alta presencia de pequeños 

productores. En octubre de 2000, Perú implementó un cambio fundamental en su sector 

agrícola con la aprobación de la Ley N.° 27360, también conocida como Ley de Promoción 

Agraria (LPA). Dicha Ley, derogada en diciembre de 2020, incluía: empresas dedicadas a 

actividades agrícolas y ganaderas, con excepción de la industria forestal, y empresas que 

realizan actividades agroindustriales fuera de la provincia de Lima y Callao, siempre que 

utilicen productos agrícolas locales. Tras la implementación de la LPA, el mercado laboral 

agrícola se volvió más flexible y atractivo para la contratación de nuevos trabajadores gracias 

a los beneficios que la ley establecía, como el pago del 15 % del impuesto a la renta (en lugar 

del 30 % del régimen regular); el pago de una remuneración diaria que ya incluía la 

compensación por tiempo de servicio; una contribución mensual del 4 % a la seguridad 

social (ESSALUD) a cargo del empleador (en lugar del 9 % como en el régimen regular); 

15 días de vacaciones (en lugar de 30 días como en el régimen regular); contratación de 



 

22 

personal a término fijo; y una indemnización por despido arbitrario equivalente a 15 por cada 

año de servicio. Así, las actividades asociadas a la Ley de Promoción Agraria tuvieron 

menores costos laborales no salariales en comparación con otros regímenes laborales. 

(Contraloría General de la República, 2022). 

La formalización agraria constituye un proceso de carácter multidimensional que 

integra aspectos técnicos, legales y sociales. No basta con otorgar un título de propiedad; 

resulta indispensable que dicho documento refleje con exactitud la realidad física del predio, 

que los procedimientos administrativos se desarrollen de manera transparente y accesible, y 

que las comunidades participen activamente para dotar de legitimidad al proceso (FIDA, 

2022). Perú es uno de los países con mayor biodiversidad del mundo. Ubicado al oeste de 

Sudamérica, su diversidad de ecosistemas se debe a la costa frente al Océano Pacífico, la 

Cordillera de los Andes y la selva amazónica. Toda esta riqueza natural abarca una superficie 

de 1.285.215 km². Perú también es rico culturalmente y es conocido por ser la cuna del 

Imperio Inca. Su población de 31,2 millones de personas se compone de un 60% de mestizos, 

un 5,9% de blancos, un 3,6 % de afrodescendientes y alrededor del 25% de personas que se 

auto identifican como indígenas. La población indígena está compuesta por 55 grupos 

étnicos, siendo el quechua el más numeroso, seguido de los aymaras y los nativos o indígenas 

de la Amazonía. En este sentido, la formalización de los derechos sobre la tierra se erige 

como una condición sine qua non para garantizar seguridad jurídica, fomentar la inversión 

productiva y mejorar las condiciones de vida en el ámbito rural. Su adecuada 

implementación exige un conocimiento detallado de los procedimientos técnicos y legales 

involucrados, así como un compromiso institucional decidido para superar las barreras 

históricas que han limitado a las comunidades campesinas. Por ello, el análisis de casos 

específicos, como el del distrito de Chulucanas, se vuelve indispensable para generar 

conocimiento aplicado y proponer mejoras sostenibles en la gestión de la tierra (MIDAGRI, 

2021; Banco Mundial, 2021). 

Marco normativo y legal de la formalización agraria 

La gobernanza de la tierra en Perú ha pasado por varias fases, desde una concentración 

en pocas manos hasta la década de 1960, cuando el 90% de las tierras agrícolas pertenecía 

al 5% de los propietarios, hasta un sistema colectivista con la Reforma Agraria en la década 

de 1970, y a una tendencia actual hacia la propiedad privada, pero con una alta participación 

de los minifundios. La Reforma Agraria (1969-1991) eliminó el mercado de tierras agrícolas 
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y permitió excepcionalmente la transferencia de tierras. Se eliminó la inversión de empresas 

con fines de lucro en la agricultura, promoviendo la creación de empresas asociativas, en 

particular cooperativas agrícolas, bajo un régimen de propiedad colectiva. En 1980, la Ley 

de Promoción y Desarrollo Agrario permitió la parcelación de tierras previamente 

adjudicadas a empresas asociativas en minifundios a favor de campesinos individuales. En 

la década de 1990, el interés por atraer inversiones resultó en la libre formalización o 

legalización del mercado de tierras y permitió nuevamente la libre transferencia de tierras. 

(MIDAGRI, 2021). 

Un elemento clave dentro de este marco es la Ley N.º 31145, denominada Ley de 

Catastro, Titulación y Registro de Tierras Rurales, que regula los procedimientos de 

saneamiento físico-legal de los predios rurales. Un aspecto que ha caracterizado la 

gobernanza territorial en Perú es la forma en que se articuló la situación de la población 

indígena en relación con la tierra, siguiendo las ideas de José Carlos Mariátegui, reconocido 

intelectual peruano defensor de los principios marxistas. En su influyente libro Siete Ensayos 

Interpretativos sobre la Realidad Peruana, publicado en 1928, Mariátegui define el problema 

indígena en términos económicos como un problema de tierras. Comprender la situación 

indígena desde una perspectiva de clase tuvo un doble efecto: primero, ignoró la conexión 

cultural de los pueblos indígenas con su territorio, y segundo, produjo un cambio de 

identidad de «indígenas» a «campesinos» ante la sociedad peruana. Este cambio de 

identidad, de cultural a de clase, introducido inicialmente por el gobierno militar en 1969 

con la Ley de Reforma Agraria, afectó especialmente a la población indígena de la sierra 

(principalmente quechua), y no tanto a la de la Amazonía, que posteriormente se definiría 

como nativos. Esta distinción entre campesinos y nativos aún se refleja en la legislación 

vigente. 

El Decreto Legislativo N.º 1089, orientado a fortalecer la seguridad jurídica y el acceso 

a la tierra, complementa este marco normativo al establecer procedimientos de titulación y 

regularización de predios rurales, incluyendo disposiciones específicas para la solución de 

conflictos posesionales y la protección de los derechos de los agricultores (Contraloría 

General de la República, 2022). Este decreto resalta la importancia de una gestión articulada 

entre diversas instituciones públicas como la Agencia Agraria, la Superintendencia Nacional 

de los Registros Públicos (SUNARP) y los gobiernos regionales con el fin de incrementar la 

cobertura y eficiencia de los procesos de formalización. Legislación y normativa territorial 
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La Constitución peruana de 1993, así como la Constitución de 1979, garantizan el 

derecho de toda persona a poseer y heredar bienes (Artículo 2). Este derecho no es absoluto, 

ya que debe ejercerse en armonía con el bien común y dentro de los límites de la ley. Nadie 

puede ser privado de su propiedad, salvo por razones de seguridad nacional o necesidad 

pública, conforme a la ley y mediante el pago de una indemnización en efectivo (Artículo 

70). La Constitución reconoce la igualdad de condiciones en materia de propiedad para 

nacionales y extranjeros, si bien los extranjeros no pueden invocar excepciones ni adquirir 

ni poseer bienes dentro de los 50 kilómetros de las fronteras peruanas (Artículo 71). Las 

tierras abandonadas pasan a ser propiedad del Estado para su venta. En 1991, el objetivo de 

atraer inversión privada impulsó las iniciativas de registro y titulación de tierras mediante la 

Ley de Registro de Tierras Rurales N.º 6675. La Ley de Promoción de Inversiones en el 

Sector Agropecuario N.º 653, también de 1991, eliminó todas las restricciones, incluyendo 

la transferencia de tierras rurales y las restricciones al acceso de entidades comerciales a la 

tierra, lo que se considera el fin de la reforma agraria. Esta apertura a la propiedad comercial 

de tierras se expresa en la Constitución de 1993 mediante el reconocimiento de los derechos 

sobre la tierra a «cualquier otra forma asociativa de tenencia, además de la privada y la 

comunal (art. 88) 

Demográficamente, en Perú habitan diversos tipos de comunidades: campesinas, 

indígenas, ribereñas de la Amazonía, comunidades pesqueras, afroperuanas y ronderos de 

los Andes26. Sin embargo, en lo que respecta a los derechos territoriales comunitarios, solo 

dos están oficialmente reconocidos: las comunidades campesinas y nativas. El resto de las 

comunidades pueden clasificarse en una u otra categoría según cómo se identifiquen. La 

autoidentificación ha sido un componente clave en el reconocimiento político de los 

derechos de los pueblos indígenas, en consonancia con el Convenio 169 de la OIT sobre 

Pueblos Indígenas y Tribales, ratificado por Perú en 199427. 

Inicialmente, tras varios años de conflictos territoriales entre el gobierno peruano y la 

población indígena, la Constitución de 1920 reconoció el derecho a la propiedad privada y 

colectiva de la tierra a las comunidades indígenas. Esto cambió en 1969 con la Reforma 

Agraria, cuando las comunidades indígenas pasaron a ser consideradas comunidades 

campesinas. Fue en 1974 cuando las comunidades nativas fueron reconocidas legalmente 

mediante el Decreto 2c0653. La Constitución de 1993 reconoce la propiedad imprescriptible 

de las tierras de las comunidades indígenas y campesinas (artículo 89). Esto implica que las 
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tierras de las comunidades indígenas y campesinas pueden venderse, donarse o cederse, lo 

que se ha percibido como una reducción de la protección del acceso a la tierra de los 

indígenas y campesinos en comparación con la Constitución de 1920, donde, además de 

imprescriptibles, sus tierras eran inalienables e inembargables.  

En Perú, la zonificación del suelo se basa en su Capacidad de Uso Mayor de Tierras 

(CUM). Según la Ley Forestal y de Fauna Silvestre, aprobada en 2015, se prohíbe el cambio 

de uso del suelo en áreas donde su Capacidad de Uso Mayor es forestal (ex tierras forestales 

protegidas). Se han establecido regulaciones y procedimientos para garantizar estas 

prohibiciones. 

Un análisis reciente del país, que abarca el período 2000-2014, confirma que el 50 % 

de la deforestación en Perú se produce en zonas forestales donde los regímenes de tenencia 

no están claros ; en el caso del Perú, esto abarca aproximadamente 20 millones de hectáreas. 

Sin embargo, a pesar de la aprobación de la Ley Forestal y de Fauna Silvestre, aún existen 

varios desafíos para la implementación efectiva de las disposiciones sobre tenencia. 

El Ministerio del Ambiente (MINAM), el Ministerio de Agricultura (MINAGRI), el 

Servicio Forestal (SERFOR) y los Gobiernos Regionales (GORES) están uniendo esfuerzos 

para superar estos desafíos. Se han logrado avances significativos gracias a la reciente 

colaboración entre estas organizaciones y la FAO a través del Programa ONU-REDD. Esta 

colaboración respaldó el desarrollo de un análisis profundo de la legislación sobre el uso del 

suelo, centrándose en los actos/permisos administrativos que autorizan cambios en el uso del 

suelo de áreas forestales a otros fines, como la minería, la expansión de tierras agrícolas y la 

infraestructura. El análisis recopila datos e información relevantes de las regiones de Ucayali 

y Loreto. El panel interinstitucional (MINAM, MINAGRI, SERFOR, FAO) ha 

desempeñado un papel importante para asegurar la validación de los resultados de este 

análisis por parte de contrapartes nacionales clave. 

Las políticas y leyes sobre tenencia de la tierra y planificación del uso del suelo, así 

como la capacidad para implementarlas y hacerlas cumplir, son factores clave que afectan la 

relación entre los bosques y la agricultura. Es necesario comprender mejor cómo los 

diferentes sistemas de tenencia de la tierra afectan la implementación exitosa y la eficacia 

de las acciones REDD+ en el sector forestal, y dónde existen compensaciones y sinergias 

para encontrar soluciones intersectoriales pragmáticas en el territorio, dentro del marco legal 
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adecuado. La formalización de la propiedad agraria no es un simple trámite burocrático: 

detrás de cada expediente hay familias y comunidades que buscan certeza sobre la tierra 

donde han trabajado por generaciones. Por ello, este proceso requiere articular de manera 

eficiente procedimientos técnicos y administrativos que aseguren que el reconocimiento 

legal refleje la realidad física y social del predio. Su correcta aplicación, bajo la conducción 

de las Agencias Agrarias y los lineamientos del MIDAGRI, es clave para dar a los 

agricultores la seguridad jurídica que tanto necesitan (MIDAGRI, 2021). 

Desde el punto de vista técnico, el levantamiento catastral constituye un paso crucial. 

No se trata solo de medir hectáreas, sino de trazar con precisión los linderos que separan y 

al mismo tiempo conectan a las familias campesinas con su tierra. La georreferenciación 

corrige errores históricos como planos imprecisos o linderos dibujados “a mano alzada”, y 

permite que lo que se observa en campo coincida con lo que aparece en los registros. Cada 

plano perimétrico y cada memoria descriptiva se convierten en una pieza fundamental de la 

historia legal del predio, abriendo la puerta a su inscripción registral (Banco Mundial, 2021). 

El diagnóstico predial, por su parte, va más allá del aspecto legal: permite conocer 

cómo se usa la tierra, qué cultivos se siembran, si existe infraestructura agrícola y cuáles son 

las condiciones ambientales del predio. Con ello, la formalización se convierte no solo en un 

instrumento de seguridad jurídica, sino también en una herramienta de planificación que 

orienta políticas de inversión y ordenamiento territorial (FIDA, 2022). 

En el plano administrativo, la formalización empieza con la recepción de documentos, 

pero su verdadero valor está en la revisión cuidadosa, la validación y la construcción de un 

expediente técnico-legal sólido. Este proceso debe regirse por principios de transparencia, 

celeridad y legalidad, como lo manda la Ley del Procedimiento Administrativo General – 

Ley N.º 27444 (Congreso de la República, 2020). Sin embargo, en la práctica, muchas 

Agencias Agrarias enfrentan carencias de personal, limitaciones tecnológicas y 

procedimientos poco claros, lo que genera demoras y afecta la confianza de los usuarios 

(Contraloría General de la República, 2022). 

Uno de los retos más grandes es la coordinación entre instituciones. Para que un título 

tenga plena validez, es necesario que trabajen de manera conjunta la SUNARP, COFOPRI, 

los gobiernos locales y las Direcciones Regionales Agrarias. La falta de interoperabilidad 

entre sus sistemas catastrales y registrales suele generar duplicidades y retrasos, dificultando 
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que el agricultor vea resultados concretos (MIDAGRI, 2021). Frente a ello, el Plan Nacional 

de Catastro, Titulación y Registro de Tierras Rurales 2021-2025 plantea el uso de 

plataformas digitales integradas, que permitan información clara, accesible y actualizada. 

Finalmente, ningún proceso de formalización puede tener legitimidad sin la 

participación de quienes viven en el territorio. La convocatoria a los poseedores, las 

audiencias públicas y la atención de observaciones no son meros trámites: son espacios 

donde los agricultores se reconocen como protagonistas y no solo como beneficiarios. Según 

el FIDA (2022), cuando las comunidades rurales participan activamente, se refuerza la 

confianza en las instituciones y se reducen los conflictos. 

Catastro rural: Se entiende como el sistema técnico mediante el cual se describe, mide 

y representa un predio rural en su espacio físico. Incluye información sobre límites, 

ubicación, extensión y uso del suelo, y sirve de base para los procesos de titulación y 

ordenamiento territorial (MIDAGRI, 2021). 

Discordancia registral–extra registral: Hace referencia a la diferencia que puede 

existir entre lo que aparece inscrito en los registros oficiales (título, linderos o área) y la 

situación real del predio. Estas discrepancias suelen originarse en errores técnicos, procesos 

de titulación incompletos o la falta de actualización catastral (Contraloría General de la 

República, 2022). 

Formalización de la propiedad agraria: Es el procedimiento por el cual se reconoce 

y registra de manera legal la posesión de tierras rurales, entregando títulos de propiedad a 

quienes acreditan ser legítimos poseedores. Su finalidad es asegurar derechos de propiedad 

y favorecer el desarrollo económico del sector agrario (MIDAGRI, 2021). 

Georreferenciación predial: Consiste en asignar coordenadas geográficas exactas a 

los linderos de un terreno. Este proceso permite individualizar cada predio dentro del 

territorio y ayuda a evitar superposiciones o conflictos entre propietarios (Banco Mundial, 

2021). 

Interoperabilidad institucional: Hace alusión a la capacidad de distintas entidades 

como la SUNARP, el MIDAGRI o los gobiernos regionales de compartir, validar y actualizar 

de manera conjunta información sobre los predios, logrando una gestión más ordenada y 

eficiente (MIDAGRI, 2021). 
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Plan Nacional de Catastro, Titulación y Registro de Tierras Rurales: Es un 

instrumento de política pública que orienta las acciones de formalización rural en el Perú. 

Este plan articula procedimientos técnicos y jurídicos, con criterios de equidad, eficiencia e 

integración de la información (MIDAGRI, 2021). 

Proceso administrativo de formalización: Comprende una serie de etapas reguladas 

solicitud, verificación técnica, saneamiento legal e inscripción definitiva mediante las cuales 

un predio rural alcanza reconocimiento formal (MIDAGRI, 2021). 

Saneamiento físico–legal: Es el conjunto de acciones destinadas a corregir y 

regularizar la situación técnica y jurídica de un predio, de manera que cumpla con los 

requisitos necesarios para su inscripción oficial (FIDA, 2022). 

Seguridad jurídica de la tierra: Se refiere a la garantía que tienen los propietarios o 

poseedores de ejercer plenamente sus derechos frente al Estado y terceros, evitando despojos 

o actos arbitrarios. Esta seguridad constituye la base para dar estabilidad a la tenencia (FAO, 

2020)
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II. METODOLOGÍA 

 

2.1. Enfoque y tipo de investigación  

La investigación se desarrolló bajo un enfoque cualitativo, orientado a la comprensión 

detallada de los fenómenos sociales desde la perspectiva de los propios actores involucrados. 

Este enfoque permitió recopilar y analizar información a través de técnicas que favorecen la 

interpretación contextualizada de experiencias, discursos y percepciones, lo cual resultó 

fundamental para captar la complejidad del objeto de estudio en su escenario real. 

En cuanto a su finalidad, se trató de una investigación de tipo básica, pues tuvo como 

propósito esencial la generación de conocimiento teórico y conceptual respecto al fenómeno 

analizado, sin perseguir una aplicación práctica inmediata. Bajo esta modalidad, el estudio 

aporta al desarrollo y consolidación de marcos teóricos que pueden servir de sustento a 

futuras investigaciones o eventuales propuestas de intervención. 

Respecto a su nivel de profundidad, la investigación se enmarcó en un carácter 

descriptivo, ya que se centró en detallar y caracterizar las particularidades del fenómeno 

examinado, sin la intención de establecer relaciones causales. A través de este nivel, fue 

posible reconocer las principales características del problema de estudio y ofrecer una visión 

integral, sistemática y ordenada de los factores que lo configuran. 

2.2. Diseño metodológico    

Para el análisis de la información empírica se utilizó el método de teoría fundamentada, 

lo que permitió procesar los datos obtenidos a partir de documentos y entrevistas realizadas 

a especialistas y funcionarios de la Agencia Agraria. Este enfoque metodológico facilitó la 

construcción de categorías analíticas emergentes desde la propia evidencia recopilada. 

Respecto al diseño de investigación, se adoptó un diseño no experimental, en tanto no 

se manipuló ninguna de las variables de estudio. Bajo este esquema, el propósito central fue 

comprender las experiencias y percepciones de los actores vinculados al proceso de 

formalización funcionarios, agricultores y especialistas en catastro y derecho registral, 

identificando los principales obstáculos y dinámicas que caracterizan dicho proceso. 
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2.3. Población y muestra  

La población de estudio estuvo constituida por el conjunto de documentos, expedientes 

técnicos, informes administrativos, resoluciones, títulos de propiedad y demás instrumentos 

jurídicos emitidos por la Agencia Agraria de Chulucanas en el marco del proceso de 

formalización de la propiedad agraria durante el año 2025. Estos materiales reflejan las 

actuaciones institucionales orientadas a garantizar la seguridad jurídica de los predios 

agrícolas en la jurisdicción correspondiente. 

Dado el enfoque cualitativo de la investigación y la aplicación de la técnica de análisis 

documental, se empleó un muestreo intencional no probabilístico, lo que permitió 

seleccionar aquellos documentos con mayor pertinencia y valor informativo para los fines 

del estudio. 

En consecuencia, la muestra estuvo integrada por expedientes y documentos 

seleccionados en función de criterios de relevancia, accesibilidad, actualidad y relación 

directa con los procedimientos de formalización de la propiedad agraria en la zona de 

estudio. Esta estrategia de selección buscó favorecer una caracterización crítica y detallada 

del proceso, considerando aspectos como: el tipo de predio, el estado legal del trámite, las 

observaciones técnicas formuladas, las estrategias adoptadas por la Agencia Agraria y los 

desafíos recurrentes evidenciados en la documentación analizada. 

2.4. Técnicas e instrumentos de recojo de datos 

El análisis documental fue empleado como técnica de recolección de datos secundaria 

y complementaria, orientada a examinar y sistematizar información contenida en diversas 

fuentes escritas oficiales y técnicas. Esta técnica resultó útil para comprender el contexto 

normativo, institucional y operativo relacionado con la formalización de predios agrícolas 

en Chulucanas. 

El instrumento utilizado fue una ficha de análisis documental. 

2.5. Técnicas de procesamiento y análisis de la información  

El procesamiento y análisis de la información se llevó a cabo mediante la técnica de 

análisis de contenido, propia de los enfoques cualitativos, que permite identificar patrones, 
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categorías y relaciones significativas dentro de los documentos revisados. Esta técnica 

facilitó la interpretación sistemática de los datos contenidos en expedientes, resoluciones, 

informes y demás instrumentos vinculados al proceso de formalización de la propiedad 

agraria ejecutado por la Agencia Agraria de Chulucanas durante el año 2025. 

El análisis se desarrolló en tres fases principales: 

Organización de la información: Los documentos recolectados fueron clasificados y 

codificados, registrando los datos más relevantes en las fichas de análisis documental. Esta 

etapa permitió estructurar el corpus según criterios temáticos, administrativos y normativos, 

garantizando su adecuada sistematización. 

Categorización y codificación: Mediante una lectura crítica, se identificaron categorías 

emergentes relacionadas con el objeto de estudio, tales como: etapas del procedimiento de 

formalización, dificultades legales o técnicas, intervención institucional, observaciones 

recurrentes y grado de avance en la titulación. Estas categorías fueron codificadas con el fin 

de facilitar el análisis comparativo e interpretativo. 

Interpretación y sistematización: Se efectuó una interpretación contextual de los datos, 

vinculando la información obtenida con el marco teórico y normativo correspondiente. Esto 

permitió caracterizar el proceso de formalización, sus dinámicas institucionales y los 

principales factores que inciden en su efectividad o limitaciones. 

De este modo, el análisis de contenido posibilitó comprender el fenómeno en su 

complejidad, resaltando no solo los aspectos procedimentales, sino también los elementos 

estructurales y jurídicos que condicionan la seguridad jurídica de los predios agrícolas en 

Chulucanas. 

2.6. Aspectos éticos de la investigación 

La presente investigación se desarrolló en estricto cumplimiento de los principios 

éticos fundamentales de la actividad científica, tales como la honestidad, integridad, 

confidencialidad, respeto por las fuentes y responsabilidad social. Al tratarse de un estudio 

basado en el análisis documental de expedientes, informes y otros instrumentos 
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administrativos emitidos por la Agencia Agraria de Chulucanas, se garantizó en todo 

momento un tratamiento riguroso, objetivo y reservado de la información. 

Se resguardó la confidencialidad de los datos personales que pudieran figurar en los 

documentos revisados, omitiendo cualquier información sensible o identificable que 

comprometiera la privacidad de personas naturales o jurídicas. Asimismo, se contó con el 

consentimiento institucional para acceder a la documentación pertinente, en el marco de los 

principios de transparencia y acceso a la información pública. 

De igual modo, se evitó toda forma de plagio o manipulación de datos, asegurando que 

las fuentes consultadas fueran debidamente citadas conforme a los criterios académicos y 

normativos vigentes. La información fue procesada con independencia crítica y ausencia de 

sesgos, priorizando la búsqueda de objetividad y la generación de conocimiento útil para el 

ámbito científico y profesional. 

Finalmente, la investigación se enmarca en un enfoque ético de responsabilidad social, 

reconociendo el valor del conocimiento como herramienta para fortalecer los procesos de 

formalización de la propiedad agraria y promover la garantía de derechos de los pequeños 

productores rurales. 



 

33 

III. RESULTADOS  

 

Tabla 1: Análisis del proceso de formalización de la propiedad agraria 

Hallazgos documentales Análisis interpretativo Evidencia 

Dos expedientes culminaron con la emisión de 

constancia de posesión y tres fueron denegados 

por discrepancias entre la información registral y 

extraregistral. 

La concordancia documental entre el catastro 

físico y el registro público es condición sine qua 

non para la formalización. La discordancia genera 

un bloqueo legal que no se subsana en el marco del 

procedimiento ordinario. 

Copias de constancias de 

posesión (Exp. N.° 01 y N.° 

04) y resoluciones de 

denegatoria (Exp. N.° 02, N.° 

03, N.° 05). 

En todos los expedientes se verificó el 

cumplimiento de las fases técnicas y legales 

previas, independientemente del resultado final. 

Esto demuestra que el procedimiento institucional 

es aplicado de manera homogénea; sin embargo, la 

validación jurídica final marca la diferencia entre 

el éxito y la denegatoria. 

Actas de verificación, informes 

técnicos, fichas catastrales. 

La Agencia Agraria documenta cada fase con 

soportes técnicos y legales que permiten 

trazabilidad del expediente. 

La exhaustiva documentación garantiza 

transparencia procedimental y facilita la revisión 

ex post, pero no resuelve las barreras legales 

derivadas de problemas registrales previos. 

Carpetas de expediente con 

folios numerados, sellos y 

firmas. 

La ausencia de observaciones administrativas 

recurrentes en los casos revisados indica que el 

factor crítico no está en la gestión operativa, sino 

en la situación jurídica preexistente del predio. 

Esto sugiere que, en contextos similares, la 

inversión de esfuerzos debe concentrarse en el 

saneamiento físico-legal previo al inicio del 

trámite formal. 

Memorandos de seguimiento y 

cronogramas de avance. 

 

Fuente: Elaboración propia 
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Tabla 2: Etapas que conforman el proceso de formalización de predios agrícolas 

Hallazgos documentales Análisis interpretativo Evidencia 

En todos los expedientes se cumplió el 

diagnóstico técnico, empadronamiento, 

levantamiento catastral y evaluación legal. 

El cumplimiento uniforme refleja una 

estandarización procedimental que busca 

garantizar imparcialidad y orden en la 

tramitación. 

Formularios de diagnóstico, listas de 

empadronamiento, planos catastrales, 

informes legales. 

Solo en dos expedientes la evaluación legal no 

detectó observaciones, permitiendo la emisión 

de la constancia. 

La evaluación legal actúa como el principal filtro 

del proceso, siendo determinante para el 

resultado final. 

Informes legales favorables y 

constancias de posesión. 

En tres casos, la evaluación legal detectó 

discrepancias registrales insubsanables. 

Esto confirma que las etapas previas no aseguran 

el éxito si no existe correspondencia registral; el 

proceso se frustra en la última fase. 

Informes legales con observaciones 

insubsanables y resoluciones 

denegatorias. 

No se evidenció salto o alteración del orden 

secuencial del proceso. 

La secuencia procedimental es rigurosamente 

respetada, lo que refuerza la institucionalidad del 

trámite. 

Cronogramas de trabajo y registros de 

avance por etapa. 

 

Fuente: Elaboración propia 
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Tabla 3: Factores legales que inciden en la seguridad jurídica de los predios agrícolas durante el proceso de formalización 

Hallazgos documentales Análisis interpretativo Evidencia 

La discrepancia registral–extraregistral fue el 

obstáculo presente en tres expedientes. 

Esta incongruencia genera incertidumbre jurídica y 

riesgo de conflictos de propiedad, impidiendo 

formalizar el derecho. 

Observaciones 

consignadas en los 

informes legales. 

No se detectaron conflictos de posesión entre 

particulares ni falta de documentación de identidad 

del solicitante. 

Esto sugiere que el principal riesgo legal no está en 

la titularidad aparente, sino en la precisión y 

concordancia técnica de los linderos y áreas. 

Actas de constatación 

física y copias de DNI. 

La normativa vigente impide emitir títulos o 

constancias cuando hay superposición de derechos, 

incluso si el solicitante cumple otros requisitos. 

El marco legal es restrictivo en cuanto a la seguridad 

jurídica, priorizando la certeza registral sobre la 

posesión efectiva. 

Resoluciones que citan la 

norma aplicable. 

Los casos favorables evidencian que cuando existe 

coincidencia documental, la seguridad jurídica del 

predio queda plenamente respaldada. 

Esto refuerza la importancia de realizar un 

saneamiento físico–legal previo a la formalización 

para minimizar observaciones. 

Constancias emitidas y 

certificaciones 

registrales. 

 

Fuente: Elaboración propia 
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Tabla 4: Factores administrativos que obstaculizan el proceso de formalización de predios agrícolas 

Hallazgos documentales Análisis interpretativo Evidencia 

No se registraron retrasos en los plazos 

administrativos. 

El cumplimiento de tiempos muestra un manejo 

eficiente del flujo de expedientes. 

Sellos de recepción y fechas de emisión 

en cada etapa. 

No hubo carencia de personal técnico ni 

recursos logísticos. 

Esto permite concluir que la capacidad operativa 

está garantizada en este periodo y ámbito 

geográfico. 

Memorandos internos de asignación de 

personal y uso de vehículos para 

constataciones. 

Se evidenció coordinación 

interinstitucional fluida con oficinas de 

Catastro y Registros Públicos. 

Esta articulación favorece el avance de los 

expedientes, aunque no incide directamente en 

resolver discrepancias legales. 

Oficios enviados y respondidos entre 

instituciones. 

La gestión documental es ordenada y 

facilita la verificación de cada actuación. 

La trazabilidad del expediente permite 

transparencia y control, reforzando la legitimidad 

administrativa. 

Expedientes foliados y sellados por 

área correspondiente. 

 

 

Fuente: Elaboración propia 
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IV. DISCUSIÓN 

Objetivo General: Analizar el proceso de formalización de la propiedad agraria de 

predios agrícolas llevado a cabo por la Agencia Agraria en Chulucanas durante el año 2025. 

El análisis de los cinco expedientes revisados evidencia que el proceso de 

formalización de predios agrícolas en Chulucanas, aunque se desarrolla bajo un marco 

normativo definido, presenta resultados heterogéneos que reflejan avances puntuales y 

limitaciones estructurales. En dos casos, el procedimiento culminó con la emisión de 

constancias de posesión, lo que implica que los predios lograron superar satisfactoriamente 

las verificaciones técnicas, legales y administrativas requeridas. Este patrón evidencia que, 

si bien la formalización responde a un diseño procedimental estandarizado, enfrenta 

obstáculos recurrentes como la desactualización catastral, la limitada coordinación 

interinstitucional y la insuficiente verificación físico-legal previa al inicio de los trámites. 

Estos factores operan como cuellos de botella que ralentizan o incluso paralizan el proceso, 

afectando de manera directa a los potenciales beneficiarios. Coincidiendo con lo planteado 

por Martínez Castro (2023), en contextos rurales latinoamericanos la débil articulación entre 

instituciones nacionales y locales, combinada con capacidades técnicas restringidas, reduce 

de forma significativa la eficacia de los programas de formalización. En el caso de 

Chulucanas, esta problemática se refleja en la falta de interoperabilidad de las bases de datos 

y en la inexistencia de un sistema integrado de información predial que permita identificar 

y corregir tempranamente las discrepancias registrales. 

Asimismo, la revisión documental sugiere que el proceso de formalización se 

encuentra más orientado a la resolución individual de expedientes que a un abordaje 

territorial integral, lo cual limita la prevención de conflictos derivados de superposiciones o 

doble titulación. Tal como destacan Valverde Ríos (2022) y Rojas del Valle (2024), la 

formalización no debe concebirse únicamente como un trámite administrativo, sino como 

una política pública de largo alcance, en la que la entrega de un título sea la culminación de 

un proceso articulado que combine diagnóstico territorial, saneamiento físico-legal, 

participación comunitaria y fortalecimiento institucional. En ausencia de estas condiciones, 

el impacto de la formalización tiende a ser limitado, restringiendo su potencial como 

herramienta para el desarrollo económico y social del sector agrario. 
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En consecuencia, los resultados obtenidos en esta investigación muestran que la 

Agencia Agraria de Chulucanas requiere fortalecer sus capacidades técnicas y 

administrativas, optimizar la coordinación con los registros públicos y demás entidades 

territoriales, así como actualizar de manera sistemática la información catastral. La 

implementación de estas acciones permitiría reducir el número de expedientes observados o 

denegados, incrementar la eficiencia y la credibilidad institucional, y consolidar un impacto 

más sólido y sostenible en la seguridad jurídica de la propiedad agraria. 

Objetivo Específico 1: Evaluar las etapas que conforman el proceso de formalización 

de predios agrícolas implementado por la Agencia Agraria en Chulucanas. 

La revisión de los cinco expedientes permitió constatar que, aunque el proceso de 

formalización en Chulucanas contempla etapas claramente definidas —diagnóstico técnico, 

empadronamiento, levantamiento catastral, evaluación legal y emisión de título—, su 

desarrollo no se caracteriza por ser homogéneo ni lineal. En los dos casos que culminaron 

con la emisión de constancias de posesión, las etapas se ejecutaron de manera secuencial, 

con documentación completa y con una validación adecuada de la información físico-legal. 

Ello evidencia que, bajo determinadas condiciones, el modelo procedimental vigente puede 

operar de forma efectiva. 

Por el contrario, en los tres casos que resultaron denegados, las etapas críticas 

particularmente la verificación catastral y la evaluación legal revelaron inconsistencias 

sustanciales, como superposición de títulos, discrepancias en linderos y falta de 

concordancia entre la información registral y extrarregistral. Estas deficiencias derivaron en 

la paralización o archivo de los expedientes, mostrando que la ausencia de mecanismos de 

depuración previa de la información predial compromete seriamente la viabilidad del 

trámite. Tal situación coincide con lo planteado por Cisneros Andrade (2022), quien advierte 

que la carencia de una planificación territorial coherente y actualizada convierte los procesos 

de legalización en intervenciones frágiles y fácilmente reversibles. 

Asimismo, Valverde Ríos (2022) enfatiza que la falta de interoperabilidad entre 

registros públicos y entidades de formalización genera duplicidades y errores estructurales 

que afectan directamente la seguridad jurídica de la tierra. En el caso de Chulucanas, la 

inexistencia de un sistema integrado de información agraria constituye un factor estructural 

que limita la precisión y confiabilidad de las verificaciones. La carencia de herramientas 
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tecnológicas para la actualización en tiempo real de los datos catastrales y registrales 

incrementa, además, el riesgo de que las etapas iniciales del proceso se sustenten en 

información desfasada o incompleta. 

Otro aspecto relevante es que, en los casos observados, la participación comunitaria 

en la validación de linderos y en la identificación de colindantes fue escasa, lo que contrasta 

con las recomendaciones de Rojas del Valle (2024), quien sostiene que la integración de 

actores locales en las etapas preliminares no solo previene conflictos de posesión, sino que 

también agiliza la resolución de observaciones. La falta de esta dinámica participativa en 

Chulucanas podría estar contribuyendo a que los problemas se detecten tardíamente, cuando 

ya el expediente se encuentra en una fase avanzada, reduciendo las posibilidades de 

subsanación. La Agencia Agraria requiere implementar estrategias de depuración temprana 

de información, fortalecer la coordinación interinstitucional y promover la participación 

local en la verificación física, con el fin de garantizar que las etapas del proceso sean 

realmente funcionales y no meramente formales. 

Objetivo Específico 2: Analizar los factores legales que inciden en la seguridad 

jurídica de los predios agrícolas durante el proceso de formalización. 

El análisis de los expedientes documentales permitió identificar que, desde la 

perspectiva jurídica, los factores más determinantes que afectan la seguridad de los predios 

agrícolas en Chulucanas son la superposición de títulos y la incongruencia entre la realidad 

física y la información registral. Estos problemas, recurrentes en los tres casos denegados, 

no solo ralentizaron el procedimiento, sino que impactaron de manera directa en la certeza 

jurídica del derecho de propiedad. En un contexto en el que la formalización busca 

precisamente consolidar la titularidad y prevenir conflictos, tales discrepancias representan 

una contradicción estructural: el mismo proceso orientado a garantizar seguridad jurídica 

termina evidenciando vacíos normativos y debilidades institucionales preexistentes. Esta 

situación revela la necesidad de mecanismos preventivos de depuración registral y catastral, 

así como de una articulación más efectiva entre entidades competentes, para evitar que la 

formalización reproduzca la inseguridad que pretende superar. 
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La problemática observada se relaciona con lo planteado por Rojas del Valle (2024), 

quien señala que la formalización solo alcanza valor real cuando está respaldada por un 

sistema legal robusto, acompañado de mecanismos efectivos de asistencia técnica y 

seguimiento posterior a la titulación. La sola emisión de un documento sin la certeza plena 

de su validez jurídica no elimina el riesgo de litigios futuros. En el caso de Chulucanas, se 

aprecia que los instrumentos normativos existen, pero su aplicación se ve comprometida por 

deficiencias en la articulación entre el marco legal y la práctica administrativa. 

Asimismo, Díaz Palomino (2020) enfatiza que la falta de cultura jurídica de los 

poseedores es un obstáculo estructural para la formalización. Cuando los agricultores 

desconocen los requisitos y no comprenden la importancia de la correspondencia entre su 

situación extrarregistral (uso y posesión del predio) y la registral (inscripción en los registros 

públicos), se incrementa la probabilidad de iniciar trámites con inconsistencias que derivan 

en denegaciones. Este hallazgo coincide con lo evidenciado en los expedientes: la escasa 

asesoría legal previa y la ausencia de campañas de sensibilización provocan que muchos 

solicitantes ingresen a la etapa de verificación catastral sin haber corregido problemas de 

linderos, superposición o falta de saneamiento físico-legal. 

Un aspecto adicional identificado es la rigidez procedimental para corregir errores 

detectados en etapas avanzadas. En los casos revisados, la normativa no prevé con suficiente 

claridad mecanismos ágiles para subsanar observaciones críticas sin que el expediente deba 

ser archivado. Esta rigidez incrementa la frustración del solicitante y reduce la eficacia del 

proceso como herramienta de inclusión jurídica. Según Martínez Castro (2023), los sistemas 

de formalización que no incorporan flexibilidad procesal tienden a generar altos índices de 

abandono y repetición de trámites, afectando la percepción de legitimidad institucional. 

En síntesis, los factores legales identificados no son meras incidencias aisladas, sino 

barreras estructurales que comprometen la finalidad misma del proceso de formalización. 

Superarlas requiere no solo reforzar la precisión de los diagnósticos catastrales y la 

verificación registral, sino también implementar programas permanentes de capacitación 

jurídica a los agricultores, fortalecer la interoperabilidad entre instituciones y dotar al 

procedimiento de herramientas normativas que permitan la subsanación ágil de 

observaciones sin tener que reiniciar el trámite desde cero. 



 

41 

Objetivo Específico 3: Describir los factores administrativos que obstaculizan el 

proceso de formalización de predios agrícolas llevado a cabo por la Agencia Agraria en 

Chulucanas. 

El análisis de los cinco expedientes documentales muestra que los principales 

obstáculos administrativos que enfrenta la Agencia Agraria de Chulucanas se concentran en 

tres ejes: demoras en la evaluación de solicitudes, falta de personal técnico especializado y 

débil articulación con entidades clave, como la Superintendencia Nacional de los Registros 

Públicos (SUNARP) y las municipalidades distritales. Estas limitaciones no solo prolongan 

innecesariamente los procedimientos, sino que, en casos críticos, derivan en el archivo de 

los expedientes por vencimiento de plazos o por la imposibilidad del solicitante de subsanar 

oportunamente observaciones. 

En los casos revisados, las demoras más notorias se produjeron en la fase de 

verificación técnica y en la coordinación interinstitucional, lo que evidencia que la 

formalización no depende únicamente de la Agencia Agraria, sino de una red de actores cuya 

falta de sincronía multiplica los tiempos de espera. Coincidiendo con Mejía Huamán (2023), 

la duplicidad de funciones y la escasa capacitación técnica del personal generan verdaderos 

cuellos de botella que vuelven ineficiente el sistema. Esta situación se verificó en dos 

expedientes que, aun contando con la documentación inicial completa, se retrasaron más de 

seis meses por inconsistencias menores que pudieron haberse resuelto en plazos razonables 

con una comunicación más fluida y una mayor capacidad resolutiva. 

En suma, las deficiencias administrativas detectadas no solo reflejan una falta de 

eficiencia procedimental, sino que también impactan directamente en la seguridad jurídica 

de los solicitantes, debilitando la confianza en el proceso de formalización y reduciendo su 

potencial como política pública de desarrollo agrario. 

Asimismo, Charaja Ramos (2021) sostiene que, sin una articulación de la 

formalización con políticas territoriales integrales, la emisión de títulos no garantiza por sí 

sola un impacto real en la calidad de vida de los beneficiarios. En el caso de Chulucanas, la 

ausencia de una planificación territorial coordinada con el gobierno local y regional impide 

que la formalización sea parte de un proyecto de desarrollo agrario más amplio, lo que reduce 

su potencial como instrumento de inclusión social y económica. 
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La situación se ve agravada por la limitada disponibilidad de recursos logísticos 

(vehículos para desplazamientos a zonas rurales, equipos de medición modernos, software 

de gestión catastral) y recursos humanos (ingenieros agrónomos, abogados especializados 

en derecho agrario, técnicos catastrales). Tal como lo advierten Martínez Castro (2023) y 

Valverde Ríos (2022), sin un fortalecimiento institucional sostenido y sin mecanismos de 

coordinación interinstitucional efectiva, los procesos de formalización tienden a perpetuar 

las ineficiencias y a generar desconfianza en los solicitantes. 
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V. CONCLUSIONES  

 

Objetivo General: Analizar el proceso de formalización de la propiedad agraria de 

predios agrícolas llevado a cabo por la Agencia Agraria en Chulucanas durante el año 2025. 

El análisis documental evidenció que, si bien el proceso de formalización en Chulucanas 

cuenta con un marco normativo definido y etapas procedimentales claras, su ejecución se ve 

afectada por problemas estructurales como la falta de actualización catastral, la débil 

coordinación interinstitucional y la insuficiente verificación físico-legal.  

Objetivo Específico 1: Evaluar las etapas que conforman el proceso de formalización 

de predios agrícolas implementado por la Agencia Agraria en Chulucanas. 

Se concluye que las etapas previstas en el procedimiento diagnóstico técnico, 

empadronamiento, levantamiento catastral, evaluación legal y emisión de título se cumplen 

de manera efectiva únicamente cuando los expedientes parten de información actualizada, 

consistente y verificable desde el inicio. En los casos denegados, las inconsistencias 

detectadas en la fase de verificación catastral interrumpieron el desarrollo del trámite y, en 

la mayoría de situaciones, condujeron a su archivo. Este patrón confirma que la verificación 

físico-registral constituye el punto más crítico del proceso de formalización, al concentrar 

los mayores riesgos de error y las mayores cargas de coordinación interinstitucional.  

Objetivo Específico 2: Analizar los factores legales que inciden en la seguridad 

jurídica de los predios agrícolas durante el proceso de formalización. 

Se determinó que los principales factores legales que limitan la efectividad de la 

formalización son la superposición de títulos, la falta de concordancia entre la información 

registral y la realidad física del predio, y la insuficiente asesoría legal previa a la solicitud. 

Estos elementos no solo reducen la capacidad del proceso para otorgar una seguridad jurídica 

sólida, sino que además generan desconfianza en los solicitantes y alimentan la percepción 

de ineficiencia institucional. La ausencia de campañas de sensibilización y de mecanismos 

de asistencia técnica a los agricultores agrava el problema, lo que evidencia que la dimensión 

legal de la formalización no se encuentra plenamente integrada a la gestión administrativa, 

debilitando su alcance como política pública de seguridad jurídica y desarrollo agrario. 
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Objetivo Específico 3: Describir los factores administrativos que obstaculizan el 

proceso de formalización de predios agrícolas llevado a cabo por la Agencia Agraria en 

Chulucanas. 

Se concluye que las principales barreras administrativas se relacionan con las demoras en la 

tramitación, la escasez de personal técnico especializado, la limitada disponibilidad de 

recursos logísticos y tecnológicos, y la débil articulación con otras entidades competentes. 

Estos obstáculos, presentes en la mayoría de expedientes denegados, terminan creando 

cuellos de botella que alargan innecesariamente los plazos y reducen la eficiencia del 

procedimiento. La persistencia de estas limitaciones confirma la urgente necesidad de 

fortalecer la capacidad institucional y de establecer protocolos claros de coordinación 

interinstitucional que garanticen la continuidad y la coherencia de los trámites.
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VI. RECOMENDACIONES 

 

Para optimizar el proceso de formalización, se plantea la implementación de un plan 

integral de mejora que contemple la actualización permanente del catastro rural, la adopción 

de sistemas de información georreferenciada interoperables con registros públicos y 

municipalidades, así como la estandarización de protocolos de verificación físico-legal. 

En particular, resulta prioritario fortalecer la etapa de verificación catastral mediante 

el uso de herramientas tecnológicas como sistemas GPS de alta precisión y bases de datos 

actualizadas y la capacitación continua del personal técnico en técnicas de levantamiento de 

información geoespacial. 

Del mismo modo, se recomienda implementar programas de asesoría legal gratuita y 

campañas de sensibilización comunitaria previas al inicio del trámite, con el fin de que los 

agricultores comprendan la importancia de regularizar su situación extrarregistral antes de 

iniciar el proceso formal. 

Finalmente, es fundamental incrementar la dotación de profesionales especializados 

en gestión catastral, derecho agrario y administración pública, acompañada de una 

asignación adecuada de recursos logísticos y tecnológicos. En paralelo, deben establecerse 

mecanismos de cooperación interinstitucional con registros públicos, municipalidades y 

gobiernos regionales, que permitan optimizar el flujo de información y reducir las 

duplicidades administrativas que actualmente entorpecen la formalización.
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ANEXOS 

Anexo N° 01:  Instrumentos de recolección de la información 

 

FICHA DE ANÁLISIS DOCUMENTAL 

Título de la tesis: Caracterización del proceso de formalización de la propiedad agraria 

de predios agrícolas por parte de la Agencia Agraria para la Seguridad Jurídica de 

Tierras, Chulucanas 2025 

 

Técnica: Análisis documental 

Instrumento: Ficha de análisis documental 

I. Datos generales del documento 

• Tipo de documento: ☐ Expediente técnico ☐ Informe ☐ Resolución ☐ Título 

de propiedad ☐ Acta ☐ Otro: _______________________________________ 

• Entidad emisora: 

................................................................................................................................. 

• Fecha del documento: ............................................................................................. 

• Número de folios: .................................................................................................. 

• Ubicación del predio: ............................................................................................. 

• Condición del predio: ☐ Titulado ☐ En trámite ☐ Observado ☐ Archivado ☐ 

Otro: __________ 

II. Respecto al objetivo general 

• ¿Qué evidencia documental muestra el desarrollo del proceso de formalización? 

 

• ¿Cuál es la situación jurídica del predio en el marco del proceso? 

 

• ¿Qué acciones ha ejecutado la Agencia Agraria? 
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III. Objetivo específico 1: Etapas del proceso 

• Etapas identificadas en el documento: 

☐ Diagnóstico técnico 

☐ Empadronamiento / verificación 

☐ Levantamiento de información catastral 

☐ Evaluación legal 

☐ Emisión de título de propiedad 

☐ Observaciones 

☐ Otros (especificar): _______________________ 

• Observaciones relevantes sobre cada etapa: 

 

IV. Objetivo específico 2: Factores legales 

• Normas aplicadas en el procedimiento: 

 

• Obstáculos legales identificados: 

☐ Superposición de títulos 

☐ Conflictos de posesión 

☐ Ausencia de saneamiento físico-legal 

☐ Falta de inscripción registral 

☐ Otro: _______________________________ 

• Comentarios adicionales: 

 

V. Objetivo específico 3: Factores administrativos 

• Trámites o gestiones administrativas observadas: 

☐ Demoras en la evaluación 

☐ Falta de personal técnico 

☐ Carencia de recursos logísticos 
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☐ Observaciones sin subsanar 

☐ Dificultades de coordinación interinstitucional 

☐ Otro: _______________________________ 

• Impacto de los factores administrativos en el avance del caso: 

 

VI. Conclusión preliminar del análisis 

• Síntesis del contenido documental en relación con los objetivos del estudio: 
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Anexo N° 02:  Matriz de operacionalización de variables  

 

VARIABLE DEFINICIÓN CONCEPTUAL 
DEFINICIÓN 

OPERACIONAL 
DIMENSIONES INDICADORES 

ESCALA 

DE 

MEDICIÓN 

Formalización 

de la 

propiedad 

agraria de 

predios 

agrícolas 

Proceso técnico, legal y 

administrativo mediante el cual la 

autoridad competente reconoce y 

otorga derechos formales de 

propiedad sobre predios 

agrícolas, garantizando su 

inscripción en registros oficiales 

y la concordancia con la realidad 

física y jurídica. 

Procedimiento 

documentado en 

expedientes de la Agencia 

Agraria de Chulucanas 

durante el 2025, que 

incluye etapas y requisitos 

establecidos por la 

normativa para formalizar 

predios agrícolas. 

1. Etapas del 

procedimiento  

2. Verificación técnico-

legal  

3. Coordinación 

interinstitucional  

- Presencia de diagnóstico 

técnico  

- Realización de 

empadronamiento/verificación  

- Levantamiento de 

información catastral   

Nominal  

Seguridad 

jurídica de 

tierras  

Situación en la que los derechos 

de propiedad sobre predios 

agrícolas están debidamente 

reconocidos, inscritos y 

protegidos por el ordenamiento 

jurídico, asegurando estabilidad y 

protección frente a terceros. 

Condición registrada en los 

expedientes revisados, 

determinada por la 

concordancia entre la 

realidad física del predio y 

la información registral, la 

ausencia de conflictos y la 

validez de los documentos 

emitidos. 

1. Concordancia 

registral y 

extrarregistral  

2. Ausencia de 

superposición de 

derechos  

3. Validez de títulos 

emitidos 

- Coincidencia entre linderos 

físicos y datos registrales  

- Ausencia de superposición 

de títulos  

- Resolución favorable 

emitida  

 

- Opinión documentada sobre 

la estabilidad de la posesión 
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Anexo N° 03:  Ficha de validación de instrumentos  
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Anexo N° 04:  Expedientes trabajados 
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Anexo 5: Reporte de Turnitin 
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